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DIVISIÓN DE ASESORÍA Y GESTIÓN JURÍDICA
 

Al contestar refiérase 

  

al oficio Nº 10838
16 de octubre, 2008






 DAGJ-1375--2008
Señora
Maribel Salazar Valverde
Oficial Mayor
Ministerio de Cultura y Juventud
Estimada señora: 

Asunto:   Consulta con relación a la aplicación del primer párrafo del artículo 9 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa
Se atiende su oficio OM-1474-08 recibido por esta Contraloría General el 1 de octubre de 2008, mediante el cual solicitan criterio respecto de la aplicación del artículo 9 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, por cuanto existe divergencia de criterio entre la oficialía mayor, la proveeduría institucional y la asesoría jurídica.

I.- Motivo de la consulta.
 El 16 de julio de 2008 el Ministerio de Cultura y Juventud recibió un oficio de la Fundación Centro Nacional de la Cultura (FUNCENAC), en el cual informan que su Junta Directiva acordó no administrar más la asignación presupuestaria otorgada por ese Ministerio, por lo que solicita eliminar la partida que se les pudiera haber previsto en el anteproyecto del 2009. 
Dicha fundación se encarga de la contratación de los servicios de vigilancia, los cuales actualmente son suministrados por la empresa Corporación González y Asociados SA., por lo que si no se toman medidas al respecto, a partir del 1 de enero de 2009 el Ministerio se quedaría sin dicho servicio.
Previendo tal situación, el Ministerio incorporó en la subpartida 10406 “Servicios Generales” del anteproyecto del año 2009 un monto por ¢66.000.000,00. Dado lo anterior y de conformidad con en el artículo 9 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y el oficio N° OM-888-08 del 10 de junio de 2008, se le solicitó a la Proveeduría institucional dar inicio inmediato y con carácter prioritario a la Licitación Pública N° 2008LN-000075-74900, para contratar los servicios de vigilancia. Al respecto, tanto la proveeduría como la asesoría jurídica institucional han manifestado criterios distintos respecto de la posibilidad de adjudicar tal contratación sin contar con la aprobación del presupuesto por parte de la Asamblea Legislativa. 
En razón de ello, la oficialía mayor consulta si para adjudicar este tipo de procesos es necesario esperar a que el presupuesto sea aproado por la Asamblea Legislativa, o si podría adjudicarse de inmediato bajo el compromiso de tomar las previsiones necesarias para honrar las obligaciones que asuma.

II.- Criterio de la División.
Con respecto a la consulta formulada, debe indicarse que de conformidad con el artículo 29 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, y la circular número CO-529, publicada en La Gaceta N° 107 del 05 de junio del año 2000, denominada “Circular sobre la atención de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República”, la gestión presentada no se ajusta a los términos expuestos por cuanto se refiere a un caso concreto. En virtud de lo anterior, debe advertirse que el criterio que ahora pasamos a rendir, se emite en términos generales y resulta aplicable en forma vinculante en lo que resulte procedente.  

El primer párrafo del artículo 9 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa indica que:

“Cuando se tenga certeza que la contratación se ejecutará en el período presupuestario siguiente a aquél en que dio inicio el procedimiento, o bien, ésta se desarrolle por más de un período presupuestario, la Administración, deberá tomar las previsiones necesarias para garantizar en su oportunidad el pago de las obligaciones. Cuando se incumpliere esta obligación, la Administración, deberá adoptar las medidas que corresponda en contra del funcionario responsable, de acuerdo con su régimen disciplinario interno.”
Según lo anterior, cuando la contratación se ejecute en el período presupuestario siguiente a aquél en que se da inicio con el procedimiento, no será necesario contar con la autorización de la Contraloría General para iniciar el concurso, siempre que la administración tome las previsiones necesarias para garantizar en su oportunidad el pago de las obligaciones.

Nótese que el párrafo de comentario contempla dos situaciones distintas, la primera relacionada con contrataciones que se ejecutarán en el mismo periodo presupuestario en el que se inicia el procedimiento y la segunda se refiere a ejecuciones contractuales que se realizaran en más de un periodo presupuestario. En ambos escenarios, la norma obliga a las administraciones a tomar las previsiones necesarias para garantizar oportunamente el pago de las obligaciones, lo cual no es otra cosa que condicionar su ejecución a la existencia del contenido presupuestario correspondiente
.

Dicha disposición tiene como propósito no sólo garantizar la eficiencia en los procedimientos de compra pública, sino también evitar situaciones en las que existan adjudicaciones en firme sin contar con el contenido presupuestario suficiente para respaldar su ejecución. 
El segundo párrafo del artículo de 9 señala:
“En casos excepcionales, para atender una necesidad muy calificada, y cuando el inicio del procedimiento y la ejecución del contrato puedan darse dentro de un mismo período presupuestario o posteriores, podrá darse inicio a un procedimiento de contratación sin contar con los recursos presupuestarios suficientes, si se tiene la seguridad que se contará con ellos en el momento de la adjudicación. En estos casos, la Administración solicitará autorización a la Contraloría General de la República, quien dispondrá de un plazo de diez días hábiles para pronunciarse sobre el particular. En las bases del concurso se advertirá expresamente sobre esta circunstancia. En este supuesto no podrá dictarse el acto de adjudicación hasta tanto no se cuente con el disponible presupuestario.”
Obsérvese que la autorización de esta Contraloría General será necesaria a fin de satisfacer necesidades calificadas, y cuando tanto el inicio del procedimiento como su ejecución se den dentro del mismo período presupuestario, tal sería el caso, por ejemplo, cuando deba formularse un presupuesto extraordinario para satisfacer alguna necesidad por no contarse ningún recurso presupuestado en ese ejercicio.

Cabe aclarar que si bien es cierto la norma contempla que será necesaria nuestra autorización cuando “...el inicio del procedimiento y la ejecución del contrato puedan darse dentro de un mismo período presupuestario o posteriores...” (destacado agregado); en el caso de ejecución del contrato en un período presupuestario “posterior” a aquél en que dio inicio, hay que recordar que en el párrafo primero de ese mismo artículo se exime tácitamente de esa autorización.

III.- Conclusión
El párrafo primero del artículo 9 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa permite iniciar un proceso de contratación administrativa sin contar con el contenido presupuestario suficiente para enfrentar la erogación respectiva, siempre que se tenga certeza que la contratación se ejecutará en el período presupuestario siguiente a aquél en que dio inicio el procedimiento, o bien, ésta se desarrolle por más de un período presupuestario.

Para tales efectos, la Administración debe tomar las previsiones necesarias para garantizar en su oportunidad el pago de las obligaciones, advirtiendo de ello a los oferentes en el cartel de la licitación. 
Atentamente,
	Lic. Roberto Rodríguez Araica
Gerente Asociado
	Lic. Gabriel Rodríguez Arias
Fiscalizador Asociado
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� En este sentido, obsérvese el oficio N° 16282 (DAGJ-3661) del 5 de diciembre de 2005.


� En idéntico sentido, véase  oficios No. 1781 (DCA-667) de 22 de febrero de 2007 y  N° 17.340 (DCA-4064) de 14 de diciembre de 2006.





